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En el presente Informe Jurídico, se analiza el proceso civil de MEJOR 

DERECHO DE POSESIÓN interpuesto por los demandantes como 

representantes legales de la Empresa Agroindustrial X S.A., contra los 

demandados, tres hermanos y su difunta madre, declarándose rebelde a una 

ellos. La resolución de primera instancia de fecha doce de octubre del dos mil 

dieciséis, declara fundada la demanda y reconoce a la empresa X S.A., el mejor 

derecho de posesión, ordenando la entrega del bien, además de declarar 

infundada la pretensión accesoria sobre indemnización por daños y prejuicios. 

Ante ello, la parte demanda interpone un recurso de apelación. El Primer 

Juzgado Especializado en lo Civil de la Provincia de Chiclayo se manifiesta a 

través de la sentencia del día cinco de abril del dos mil diecisiete, declarando 

infundada la demanda interpuesta, por lo cual, la parte demandante presenta un 

recurso de casación con la causal de interpretación errónea de la norma. Ante lo 

cual, la Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la República se pronuncia a través de la Casación N° 

6224 – 2018, en la que declara como infundado el recurso de casación y no 

casaron la sentencia de vista de fecha veintiocho de diciembre de dos mil 

diecisiete. Dicha casación cuanta con un voto en discordia del Juez Supremo 

Pariona Pastrana. 
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PRESENTACIÓN 
 

En el presente Informe Jurídico realizamos un análisis del Expediente Civil 

N° 03476-2014-0-1706-JR-CI-02 del Segundo Juzgado Civil de Lambayeque, el 

cual contiene la pretensión de declaración de MEJOR DERECHO DE 

POSESIÓN interpuesta por los representantes legales de la empresa 

agroindustrial X S.A., contra los cuatro familiares demandados. 

Para ello, debemos definir los conceptos claves de este caso antes de 

ahondarnos en los hechos. Como bien sabemos, el derecho propiedad es un 

derecho real del cual se desprende una serie de derechos y facultades, las 

cuales se encuentran en el artículo 923° del Código Civil, siendo los siguientes 

atributos los contenidos en dicho artículo: 1. El uso; 2. El goce o disfrute; 3. La 

disposición; y 4. La reivindicación. 

Entendemos entonces, que la posesión presupone un derecho a poseer y 

que este se manifiesta en el uso de dicho bien. Ortega Carillo de Albornoz 

considera a la posesión como un “poder material sobre la cosa”. (La Posesión y 

los Derechos Reales. Málaga. 1995. p.221). Para Valdecasas, la posesión es 

“como un poder de hecho sobre una cosa. La posesión consiste en el hecho 

mismo de ese poder independientemente de que se ajuste o no a derecho.” (La 

Posesión. Granada. 1987. pg. 107). 

Nuestro sistema jurídico consta con distintas acciones para la protección de 

la posesión cuando esta se encuentra en conflicto, como lo son las acciones 

posesorias, que se caracterizan por hacer valer a quien tenga algún título que 

acredite su posesión, prevaleciendo al Derecho Real y poder reclamar la 

restitución del bien en posesión de terceros; mientras que los interdictos son 

ejercitados por el simple hecho de la posesión, ya sea si se cuenta con un título 

que lo abale o no, aquí se realiza una tutela del hecho factico de la posesión. 

La acción aplicada en este caso, es el mejor derecho de posesión, cuya 

acción se cual se opta comúnmente, una vez transcurrido el tiempo requerido 
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para un interdicto. Ya que, si bien es cierto, para que exista posesión no se 

requiere necesariamente de un título posesorio, en un proceso donde ambos 

discutan el mejor derecho a poseer, el poseedor con título tendría un derecho 

superior respecto al que no tiene título, pues su posesión sería manifestación 

derivada de otro poder. En este caso, se trata del estudio de no solo de los títulos 

que puedan poseer las partes, ya que muchos autores pueden considerar 

algunos hechos jurídicos pueden constituirse como títulos posesorios, así como 

aquellos otorgados por las municipalidades que prueban únicamente una 

posesión de facto, más lo que se requiere es un documento que pruebe 

fehacientemente y sin lugar a dudas la existencia de un derecho a poseer. 
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1. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR 
LAS PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO 

 

Que, según al expediente materia de análisis se presentan los siguientes 

hechos: 

DEMANDA: 

● El día 20 de octubre del 2014, el demandante presenta su escrito de 

demanda por mejor derecho de posesión del Predio Rústico “XXX”, en 

contra de los demandados, y pide, se ordene la desocupación y la entrega 

del predio, así como el pago de indemnización por daños y perjuicios 

ascendiente a la suma de setenta y cinco mil nuevos soles (S/. 75, 

000.00). 

● La demanda es subsanada mediante escrito de fecha 29 de septiembre 

del 2014, y admitida mediante Resolución N° 2 de fecha 30 de septiembre 

del 2014. 

● La demandante sostiene haber adquirido, con fecha 13 de diciembre del 

2013, la propiedad el predio rustico XXX con una extensión superficial de 

mil treinta y ocho hectáreas (1, 038 hectáreas), terreno dentro del cual se 

encuentra el predio sub judice. 

● Con fecha 01 de febrero del año 2005, la demandante toma posesión del 

predio adquirido, según consta en el contrato de compra-venta y el acta 

de entrega posesoria, ambos documentos celebraos ante el Notario 

Público Dr. Carlos Caballero Burgos. 

● Por consiguiente, después de haber adquirido la propiedad y haber 

tomado posesión del predio, la demandante procedió a iniciar todo trámite 

correspondiente ante las entidades administrativas a fines, con la finalidad 

de inscribir la propiedad y realizar el respectivo cambio de usuario de 

predio, como constan en la Resolución Administrativa N° 077–2005 MA– 

INRENA/ATDR.Z. de fecha 27 de julio del 2005 (resuelve inscribir en el 

padrón de usos agrícolas) y la Resolución Administrativa N° 148–2005 

MA–INRENA/ATDR.Z. de fecha 09 de diciembre del 2005 (que resuelve 
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modificar el artículo 4° e la parte resolutiva de la R.A. N° 077–2005 MA– 

INRENA/ATDR.Z., el cual instituye inscribir en el padrón de usos de agua 

con fines agrícolas a la Empresa Agroindustrial X S.A.). 

● Lo cual acredita que la demandante tomó real posesión sobre el total 

predio adquirido en propiedad desde el año 2005, a pesar de ello, los 

demandados interpusieron un interdicto de recobrar en el año 2010, 

teniendo como fundamento de demanda y acreditación de supuesta 

posesión planes de cultivo y riego. A pesar de ello, la pretensión fue 

encontrada fundada y se ordenó la restitución de la posesión a favor de 

los demandados. 

CONTESTACION DE DEMANDA: 

● El día 20 de noviembre de 2014, la parte demandada, presenta su escrito 

de contestación de demanda, manifestando los fundamentos en los que 

se basa la demanda son falsos, puesto que el acto jurídico mediante el 

cual la demandante adquiere las 1038 hectáreas de terreno está siendo 

cuestionado judicialmente por haber mediado actos ilícitos, puesto que el 

supuesto título o derecho de propiedad alegado adolece de vicios que lo 

invalidan. 

● El demandado sostiene que, mediante la Resolución de la Oficina 

Nacional de Reforma Agraria R-116/66 se aprobó la Nómina de 

Adjudicatarios el Fundo XXX dentro de los cuales estaba incluido el padre 

del demandado, quien tenía la posesión de 7.30 hectáreas (Parcela N° 

24) de terreno de dicho fundo, que posteriormente fue adquirido por el 

precio de S/. 157, 099.00 soles, según se plasma en Resolución del 

Consejo Nacional Agrario N° 116/66-019 de fecha 30 de marzo de 1966. 

Lo cual genera el derecho de propiedad otorgado por el Estado a través 

del Ministerio de Agricultura. 

● Sostiene que, es falso que la empresa haya tomado posesión del predio 

en el año 2005, puesto que en esa extensión se encontraba ubicado la 

región de Lambayeque, así como el área de 351 hectáreas destinadas 

exclusivamente para fines e parcelación de los ex cooperativistas 
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2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 
PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

Del estudio realizado podemos inferir los siguientes problemas jurídicos: 

● Presentación de Auto de Inadmisibilidad por la parte demandada. 

● Declaradas infundada la excepción de falta de legitimidad para obrar y la 

excepción de oscuridad y ambigüedad interpuesta por la parte 

demandada. 

● Resolución que declara saneado el proceso. 

● Declaración de condición de rebelde de una de las partes demandada. 

● Determinación de los puntos controvertidos del proceso. 

● Admisión de los medios probatorios. 

● Sustentación de los medios de prueba ofrecidos. 

● Improcedencia de la tacha de documentos deducida por parte 

demandante. 

● Absolución de traslado de apelación. 

● Falta de valoración probatoria. 

● Aclaración de la sentencia emitida por la segunda Sala. 

● Recurso de Casación. 

 
 
 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 
EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

El presente expediente nos muestra un caso de determinación de mejor 

derecho de posesión sobre el Predio Rústico XXX, ubicado en la Región de 

Lambayeque, entre la empresa agroindustrial X S.A., que es la parte 

demandante y la familia demandada. El presente caso fue llevado por la vía de 

conocimiento, puesto que la parte demandante pedía la devolución del bien, 

además del pago de una indemnización por daños y perjuicios, en base a su 

derecho de propiedad obtenido por la compra-venta realizada en el año 2004. 
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Al iniciar un proceso de este tipo, los demandados tienen un plazo de 10 días 

hábiles para contestar la demanda. Al realizarse las debidas contestaciones, se 

presentan también pedidos de excepciones, que, como se encuentra plasmado 

en el artículo 446° del Código Procesal Civil, como excepciones proponibles, 

siendo los numerales 2 y 4, falta de capacidad de ejercicio del demandante y 

oscuridad o ambigüedad en el modo de proponer la demanda respectivamente, 

fueron los empleados por el demandado en la formulación de excepciones en 

folios 128, y las cuales se tomaron como interpuestas en la resolución n° TRES, 

de folios 138. 

Las excepciones son aquel mecanismo de defensa con el que cuenta el 

demandado frente al demandante, por el cual se denuncia la falta de un 

presupuesto procesal, que son los requisitos de admisibilidad y de procedencia; 

o de una condición de la acción, que refiere al interés para obrar o procesal y 

legitimidad para obrar. 

Al existir dos tipos de excepciones, como lo son las dilatorias; aquellas que, 

de ser amparadas, concede al demandante un plazo para subsanar el defecto 

advertido en la excepción; y las perentorias, que, al ser amparadas, concluyen 

el proceso. Claramente, podemos identificar las excepciones planteadas en este 

proceso como excepciones dilatorias, las cuales fueron debidamente 

subsanadas por la parte demandantes. 

Con respecto a los demandados, como lo plasma la resolución n° 14, se 

declaró la condición jurídica de la hermana demandada, al haberse cumplido los 

presupuestos necesarios para la configuración de este estado jurídico, como lo 

son: i. la notificación valida y oportuna al demandado (debida forma y enviada al 

domicilio de la parte); y, ii. Haber transcurrido el plazo máximo para la 

contestación de la demanda. Mario Monroy Palacios establece en su publicación 

“Apuntes sobre la rebeldía en el proceso civil peruano” (2015); que, la rebeldía 

es aquel estado en el que se haya el demandado al no haberse pronunciado o 

apersonado en tiempo forma al proceso después de haber sido válidamente 

notificado a través de la demanda judicial. Así mismo, Aldo Bacre, califica a la 
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rebeldía como “…la posición procesal en que se coloca la parte demandada, 

debidamente notificada, que no comparece dentro del plazo de citación”. 

Mientras que, Ovalle Favela, considera que: “…se denomina rebeldía o 

contumacia a la falta de comparecencia de una de las partes o de ambas 

respecto de un acto procesal determinado o en relación con todo el juicio.” 

Los artículos 130° y 424° del Código Procesal Civil establecen los requisitos 

necesarios que debe tener una demanda, en caso de alguno de estos no esté 

presente, esta puede ser declarada inadmisible según el artículo 426° del CPC. 

En base a ello, se interpone el Auto de Inadmisibilidad contenido en la resolución 

número uno de fecha 12 de septiembre del 2014, donde se califica la demanda 

con el fin de ser admitida a trámite, de concederse el plazo de ley para que el 

demandante subsane la omisión anotada. En este caso, al revisar el escrito de 

la demanda, se identifica que carece de precisión en el petitorio, pues al pedir el 

mejor derecho de posesión (art. 921° del Código Civil), se requiere que el 

demandante este en posesión del bien, caso contrario, si se invocara un derecho 

de propiedad, se tendría que ejecutar la acción reivindicatoria prevista en el 

artículo 927° del Código Civil. Ante ello, la demanda es declarada inadmisible, 

con un plazo de diez días hábiles para ser subsanada. 

La defensa de la demandante alude, en su escrito de subsanación, que la 

inadmisibilidad de la demanda por petitorio preciso o incompleto atenta 

directamente contra el derecho de tutela jurisdiccional efectiva, previsto en el 

artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Penal. De la misma forma, 

afirma que en la demanda consta la diferenciación entre interdicto y las acciones 

posesorias, siéndola finalidad de estas últimas conceder la posesión legitima a 

quien no la tenga (poseedor legitimo con título). Por lo que conlleva a determinar 

como un absurdo asumir que todo poseedor con título se encuentre en posesión 

del bien para accionar. 

Por medio de la resolución número dos de fecha treinta de septiembre, se 

admite a trámite la demanda interpuesta. 

Después de ello, a través de la resolución número quince de día 10 de 
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septiembre del año 2015, se fijan como puntos controvertidos determinar si la 

demandante tiene mejor derecho de posesión sobre el predio rustico XXX de 7.3 

hectáreas; por otro lado, determinar si el fallecido demandado era el adjudicatario 

del mencionado fundo, por lo que, los demandados vendrían a tener el mejor 

derecho de posesión; y finalmente, determinar, si de ampararse la demanda, se 

daría el pago de S/. 75, 000.00 soles por concepto de daños y perjuicios. 

Los medios probatorios ofrecidos por la parte demandante son admitidos, de 

la misma forma ocurre con aquellos medios probatorios interpuestos por los 

demandados, mientras que no se admite alguno de la demandada, puesto que 

constaba de la condición jurídica de rebelde y por no haberlos ofrecido. 

Hinostroza nos dice que “el objeto de la prueba es todo aquello sobre lo que 

puede recaer, es una concepción objetiva y abstracta que no se reduce a los 

casos específicos que se pueden presentar dentro de una litis ni a las 

pretensiones de los sujetos procesales, se entiende que el objeto de la prueba 

como aquello que es susceptible de demostración ante el respectivo órgano 

jurisdiccional para cumplir con los fines del proceso”. Debido a ello, podemos 

decir que, el objeto de la prueba es todo aquello susceptible de demostración 

para un mejor análisis, certeza y convicción del juez, permitiendo al juez conocer 

los hechos controvertidos y que serán objeto de motivación al resolver el caso. 

Hay que tener en cuenta, que, como lo establece la Casación N° 3858-2013- 

Lima: “es recomendable que todas las pruebas que vienen siendo incorporadas 

al proceso deben ser evaluadas en su conjunto, permitiendo que se llegue a un 

grado de certeza, porque habrá algunas que sirvan de respaldo y otras 

desvirtuaran las menos creíbles”. 

Por ello, después de la sentencia de fecha doce de octubre del 2016, la cual 

declara fundada la demanda y le reconoce a la empresa XXX S.A., el mejor 

derecho de posesión y la entrega del bien, además de declarar infundada la 

pretensión accesoria sobre indemnización por daños y prejuicios; la parte 

demanda interpone un recurso de apelación. En el cual, expresa que el Aquo 

realizó una interpretación sesgada del instituto de la posesión como derecho real. 
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Cabe recordar que la posesión en principio es un derecho real y tiene una función 

practica en nuestro sistema jurídico, como bien lo establece la parte demandada, 

“la posesión consiste en dotar a la persona de ciertas titularidades, facultades y 

derechos, sin tener que probar los documentos con los cuales accedieron a esta 

titularidad”, por consiguiente, la posesión es un derecho real que surge del 

comportamiento. También alega a la defensa posesoria como uno de las 

características de la posesión, donde establece que una persona en posesión de 

un bien, tiene derecho a conservarla, y si un tercero pretende despojarla por la 

fuerza, la misma tiene el derecho a repelerla a la fuerza; estableciendo de la 

misma forma que, si llega a ser expulsada, puede regresar usando también la 

fuerza. Asimismo, expresa que es falso que no hayan acreditado su derecho a 

mantener la posesión por no contar con un título de propiedad, puesto que 

constan con las resoluciones de la oficina nacional de reforma agraria, las cuales 

se ven abaladas por el Proyecto Especial de Titulación de Tierra y Catastro Rural 

(PETT), tiene como misión formalizar la propiedad de la Tierra de uso Agrario, 

para propiciar el desarrollo de un mercado de tierras rurales. Finalmente, alegan 

que el Aquo no tomó en cuenta que la parte demandante mintió con respecto a 

la toma de posesión del bien en el año 2005, puesto que ellos han estado en 

posesión este, así como han tenido a cargo la explotación del bien desde el año 

1966. 

Después de la absolución de traslado de apelación, en la cual la parte 

demandante establece que “la sentencia ha expresado de manera clara y 

didáctica” las consideraciones pertinentes de la demanda, además de que “no 

existe necesidad de pronunciarse por todos y cada uno de los medios de prueba 

que ofrecen ambas partes, sino únicamente por aquellos que han de servir al 

Juez para acreditar palpablemente la pretensión incoada”; se da la sentencia de 

segunda instancia. 

A diferencia de la resolución de primera instancia, el Primer Juzgado de lo 

Especializado en lo Civil de la Provincia de Chiclayo, realiza un análisis distinto 

en su resolución de fecha cinco de abril del 2017, en la que resuelve declarar 
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improcedente la tacha de documentos formulada por la demandante contra las 

documentales ofrecidas por los demandados, así como también, declarar 

infundada la demanda interpuesta por la Empresa Agroindustrial XXX contra los 

demandados sobre “mejor derecho de propiedad”, basado en que a pesar de que 

los demandantes consten con un título de propiedad, para que este sea oponible 

a terceros, el mismo debe ser obtenido de buena fe, considerando que los 

demandados tienen certificados de conducción y posesión del bien en disputa, 

se demostró que tres de los cinco miembros fundadores de la empresa 

demandante “conocían indubitablemente” del proceso de reivindicación que se 

había iniciado anteriormente y además de su resultado desestimatorio a la 

devolución del bien en favor de los demandados; por lo que se probó que el bien 

había sido adquirido de mala fe. De la misma forma, se declara improcedente el 

pago de frutos e indemnización y la reconvención pedida por los demandantes. 

La parte demandante presenta su recurso de casación, teniendo en cuenta 

que, como lo establece la Casación N° 4081-2012-Cajamarca, que este es un 

medio impugnativo extraordinario de carácter formal que trata únicamente 

cuestiones eminentemente jurídicas y no fácticas o de revaloración probatoria, 

por lo que tiene como finalidad la correcta aplicación e interpretación del derecho 

objetivo la unificación de la jurisprudencia nacional de la Corte Suprema. Por 

consiguiente, este debe cumplir con formalidades como la fundamentación clara, 

precisa y concreta indicando en que consiste la infracción normativa y la cual es 

la incidencia directa que la sustenta, presentarse frente al órgano jurisdiccional 

que emitió la resolución impugnada, presentarse dentro de los 10 días siguientes 

de expedida la sentencia, así como el pago del arancel correspondiente. 

El recurso de casación se encuentra regulado en nuestra normativa en el 

Código Procesal Civil, desde los artículos 384° al 400°. Según Silva “en el Perú, 

el recurso de casación civil es un medio de impugnación para obtener en ciertas 

condiciones el reexamen, desde el punto de vista de su corrección jurídica, de 

las sentencias definitivas y de las resoluciones de igual carácter que ponen final 

al proceso dictadas en segunda instancia o de aquellas que la ley señale, es un 
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recurso sobre el que corresponde fallar exclusivamente a la Corte Suprema por 

disposición del art. 141° de la Constitución del Perú, y está regulado en los 

artículos 33°, 34° y 35° de la LOPE. No constituyendo una tercera instancia, ya 

que se distingue de esta, en la que jurisdiccionalmente el superior está facultado 

de ver al proceso en plenitud, en tanto en casación. Por el contrario, la actividad 

casatoria tiene que circunscribirse estrictamente en torno a los fundamentos 

sostenidos por el recurrente, los mismos que tienen que estar previstos por la 

ley, de manera que no se considera o revalora los hechos, si no que por mandato 

de la norma el decisor está subordinado a la plataforma fáctica”. 

Existen tres posibles causales de infracción en las que se puede basar el 

recurso de casación, siendo: a) la aplicación indebida de la norma; b) la 

interpretación errónea de la norma; y c) la inaplicación de la norma. En el 

presente caso, la parte demandante alega que hubo una interpretación errónea 

de la norma, puesto que Colegiado interpreta indebidamente que el demandante 

debe hacer uso de la reivindicación, en base al derecho de propiedad, para 

dilucidar la controversia, cuando los demandados no han cuestionado el derecho 

de propiedad del actor y la parte demandante ejerció una acción de mejor 

derecho a la Posesión. 

Como lo establece la Casación N° 2937-2011-Arequipa, “la pretensión en un 

proceso de reivindicación no es idéntica a la de un proceso de mejor derecho de 

propiedad (MDP)”, puesto que “la acción de MDP tiene como única finalidad 

obtener una declaración de que la accionante es la verdadera propietaria del 

bien, por tanto, no se procura la restitución del bien a favor el propietario no 

poseedor, como si ocurre en la reivindicación.” En tal sentido, Sala Superior 

realizó una interpretación indebida al señalar que se debió recurrir a una acción 

reivindicatoria para la defensa del derecho de posesión de la recurrente, cuando 

al aplicar acciones posesorias, como los interdictos que tutelan la posesión en sí 

misma. 

Por ello, la parte demandante señala que se ha violado el Derecho de Acción 

de la demandante, el cual se encuentra en el artículo 2 del Código Procesal Civil, 
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y señala: “por el derecho de acción todo sujeto, en el ejercicio de su derecho a 

la tutela jurisdiccional efectiva y en forma directa o a través de representante 

legal o apoderado puede recurrir al órgano jurisdiccional”, afectándose también 

el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva, la cual se encuentra amparada en 

el artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil. 

De la misma forma, se infiere que se ha infringido el artículo 139° inciso 5 de 

la Constitución Política del Perú, que refiere a “la motivación escrita de las 

resoluciones judiciales en todas las instancias”. La infracción a la motivación de 

las resoluciones judiciales origina la nulidad de la resolución conforme el inc. 6° 

del art. 50° y los incs. 3° y 4° del art. 122° del CPC. Según la casación N° 2529- 

2015-Lima Norte, infiere que la motivación debida de las decisiones de las 

entidades públicas sean estas o no de carácter jurisdiccional, es un derecho 

fundamental que forma parte del contenido esencial del Derecho a la tutela 

procesal efectiva. 

El Derecho a la motivación constituye una garantía fundamental en los 

supuestos en que la decisión emitida se afecta de manera negativa la esfera o 

situación jurídica de la persona, es por ello que toda resolución que no esté 

debidamente motivada, constituirá en arbitraria y se declarará constitucional. 

Finalmente, con la sentencia dada en la Casación N° 6224-2018- 

Lambayeque de fecha nueve de julio del año 2019, infiere sobre las causales por 

las que se declaró procedente el recurso de casación, las cuales fueron: a) la 

aplicación errónea del artículo 923 del Código Civil en el que la Sala Superior 

interpreta que la demandante debe hacer uso de la acción reivindicatoria para 

dilucidar la controversia, en lugar de la acción de mejor derecho de posesión; b) 

infracción normativa del artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil; 

c) Infracción normativa del artículo 139° inciso 5 de la Constitución Política del 

Perú y el artículo 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

La Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema 

de Justicia de la República se pronunció sobre las causales antes mencionadas, 

estableciendo principalmente que “si una resolución judicial ha transgredido el 
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derecho al debido proceso en su elemento esencial de motivación y congruencia 

procesal, el análisis a efectuarse debe ser a partir de los propios fundamentos o 

razones que sirvieron de sustento a la misma”, puesto que no puede ser objeto 

de una nueva evaluación o análisis. En base a ello, establece que la sentencia 

recurrida ha respetado el principio de motivación y congruencia, puesto que, se 

ha pronunciado sobre los agravios denunciados del recurso de apelación, 

refiriendo a una interpretación sesgada del instituto de la posesión, emitiéndose 

un pronunciamiento sobre el mejor derecho de propiedad. Asimismo, para 

absolver y estimar los agravios planeados en el recurso impugnatorio, la Sala 

efectuó una valoración de los hechos, estableciendo que ambas partes tenían 

títulos de propiedad referentes al bien en disputa, concluyendo que el proceso 

sobre el mejor derecho a la posesión no es el pertinente sino el proceso de 

reivindicación. 

Como bien recalca la casación recurrente, “la motivación como parte del 

debido proceso no exige el acogimiento de una determinada técnica 

argumentativa, sino la expresión de buenas razones, sustentos facticos y 

jurídicos y la corrección lógica formal del razonamiento judicial”, lo que vendría a 

ser la justificación interna, puesto los lineamientos y parámetros de pensamiento 

han guardado una coherencia lógica y congruente con la pretensión de la 

demanda. De acuerdo a ello, no debe confundirse la discrepancia con lo resuelto 

con la fundamentación realizada, pues “esta cumple con los cánones 

argumentativos constitucionales y guarda la congruencia procesal que 

implícitamente se encuentra dentro del derecho a la motivación”. Por ello, se 

resuelve que el artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil no es un 

derecho absoluto, puesto que su ejercicio está condicionado a que no se incurra 

en ninguna de las causales de improcedencia previstas en el artículo 427° del 

Código Procesal Civil, por lo que ese extremo del recurso deviene en infundado. 

De la misma forma, se reconoce que por mandato judicial se ha otorgado la 

posesión a la parte demandada a través de un debido proceso, en el que 

participó la empresa demandante, y al haber pasado en autoridad de cosa 
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juzgada, causa efectos inmutables para las partes, por lo que la Sala Superior 

no aplicó erróneamente el artículo 923 del Código Civil, tomando esta infracción 

normativa material también como infundada. La decisión final es declarar 

infundada el recurso de casación interpuesto por Agroindustria XXX Sociedad 

Anónima, no casando la sentencia de vista de fecha 28 de diciembre del 2017. 

La presente casación consta de un voto en discordia del Juez Supremo 

Pariona Pastrana, el cual establece los fundamentos por los que declara 

procedente el recurso de casación, considerando que según lo establecido por 

el artículo 384° del Código Procesal Civil que refiere a la adecuada aplicación 

del derecho objetivo al caso concreto y la uniformidad de la jurisprudencia 

nacional por la Corte Suprema de Justicia, establece que “la Sala Suprema debe 

cumplir su deber de pronunciarse acerca de los fundamentos en el recurso, por 

las causales declaradas procedentes”. Concluye que, la parte actora acredita su 

derecho de propiedad mediante la escritura pública de compra-venta de fecha 

13 de diciembre del 2004, puesto que la parte demandada no tiene derecho de 

propiedad sobre el predio materia de demanda, y solo cuenta con la posesión 

sobre el mismo, por consiguiente, los demandantes tienen un mejor derecho a 

poseer y se les debe dar entrega de la posesión del predio. Así decide declarar 

fundado el recurso de casación y nula la sentencia de vista, llegando a declarar 

fundada la demanda disponiendo la entrega del bien. 
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4. CONCLUSIONES 
 

Las conclusiones que  podemos extraer del  presente caso objeto  de 

estudio son: 

● Que, de mediante la Resolución de la Oficina Nacional de Reforma 

Agraria R-116/66, se le otorga a la calidad de adjudicatario al padre del 

demandado sobre el Fundo XXX, puesto que el objetivo principal de la 

Reforma Agraria, tal como consta en el Título I: Principios básicos del 

Decreto Ley N° 17716, fue “sustituir los regímenes del latifundio y 

minifundio por un sistema justo de propiedad, tenencia y explotación de la 

tierra que contribuya al desarrollo social y económico de la Nación, 

mediante la creación de un ordenamiento agrario que garantice la justicia 

social en el campo y aumente la producción y productividad del sector 

agropecuario”. Por lo que estas resoluciones generan el derecho de 

propiedad otorgado por el Estado a través del Ministerio de Agricultura. 

● Al existir distintas acciones para proteger la posesión y/o la propiedad, es 

necesario hacer un correcto análisis sobre cual aplicar en un caso 

concreto, ya que, en la presente disputa se cuestiona que tipo de acción 

debería ser la aplicada. Como se aprecia en la sentencia de segunda 

instancia, la Sala Superior determina que al tener ambas partes un título 

de propiedad sobre el bien, para determinar la posesión la acción a aplicar 

pertinente es la de reivindicación, a lo que la parte demandada sostiene 

que, al no ser cuestionada su titularidad sobre el bien por los 

demandados, la acción pertinente es la del mejor derecho de posesión. 

Finalmente, podemos concluir que, en este caso en particular, se opta por 

la reivindicación, a razón de que existían otros puntos determinantes 

previos al proceso recurrente. 

● En la sentencia de segunda instancia, se sostiene que para un título de 

propiedad sea oponible a terceros, el mismo debe ser obtenido de buena 

fe, lo cual se llegó a demostrar, que tres de los cinco socios fundadores al 

tener conocimiento de un proceso de reivindicación previo, así como su 
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resultado desestimatorio, lo cual reconoció la calidad de poseedores de 

los demandados, se llega a concluir la mala fe de los accionantes, puesto 

que querer cambiar la figura de la acción aplicada, pretendían despojar 

del bien a los poseedores que ya contaban con una resolución con 

autoridad de cosa juzgada, por lo que tenía efectos inmutables con las 

partes. Además, de haber mentido con respecto a la fecha de entrada en 

posesión del fundo. Al probarse la mala fe, su derecho de propiedad no 

es mejor que el de los demandados. 

● Podemos rescatar también, uno de los argumentos principales de la 

casación recurrente, el cual refiere que no debe confundirse estar en 

desacuerdo con una resolución emitida no es equivalente a que esta haya 

realizado una correcta motivación dentro de los cánones argumentativos 

constitucionales. 
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6. ANEXOS: 

● SENTENCIA DE CASACIÓN N° 6226-2018. 

● VOTO EN DISCORDIA DEL JUEZ SUPREMO PARIONA PASTRANA. 
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